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Tema 100. Las acciones de filiación: la reclamación y la impugnación de la filiación. Régimen de la filiación en derecho internacional privado. La obligación de alimentos

Las acciones de filiación: reclamación e impugnación de la filiación

I. Introducción

El título V del Libro I del Código Civil lleva como rúbrica “De la paternidad y la filiación”. Su capítulo III se titula “De las acciones de filiación” y comprende los artículos 127 a 141. Algunos de estos artículos han quedado derogados por la Ley de enjuiciamiento Civil, ley 1/2000.

Conviene destacar que la regulación contenida en la Ley de enjuiciamiento civil sobre filiación no ha introducido un tratamiento diferente ni innovador respecto de la regulación del Código Civil, habida cuenta que el núcleo fuerte de la regulación continua siendo la normativa del Código Civil. Muchos de los artículos de la LEC sobre esta materia no son mas que transcripciones de los preceptos del Código Civil.


Entrando ya en el tema, las acciones de filiación pueden definirse como “aquellas acciones que tienden, mediante la correspondiente sentencia, a imponer judicialmente una relación paterno-filial o bien a destruirla”.


Como principales caracteres de estas acciones podemos señalar:

· son acciones personales e intransferibles

· son acciones irrenunciables, y por tanto, no susceptibles de allanamiento o transacción

· son acciones muy ceñidas a la intimidad, lo que justifica ciertas limitaciones en cuanto a la admisión de demandas

· son acciones de carácter declarativo

II. Disposiciones generales

1.- Investigación de la paternidad y de la maternidad

El Código Civil contenía una serie de disposiciones de carácter general en los artículos 127 a 130. Tales artículos han sido derogados, si bien, como antes hemos indicado, la LEC contiene preceptos de contenido similar.


En primer lugar debemos referirnos a la investigación de la paternidad y de la maternidad. En el derecho civil anterior al Código no estaba del todo clara la admisión de este tipo de investigaciones. De hecho, el proyecto del Código Civil de 1851 prohibía la investigación de la paternidad, si bien esta opción no pasó al texto definitivo.

La vigente Constitución de 1978 sí admite la investigación de la paternidad al afirmar el artículo 39 que “La Ley posibilitará la investigación de la paternidad”. En desarrollo de este precepto el artículo 764.1 LEC indica que “Podrá pedirse de los Tribunales la determinación legal de la filiación, así como impugnarse ante ellos la filiación legalmente determinada en los casos previstos por la legislación civil”. Igualmente el artículo 767.2 LEC señala aclara que “En los juicios sobre filiación será admisible la investigación de la paternidad y de la maternidad mediante toda clase de pruebas, incluidas las biológicas”.

Caben, pues, toda clase de pruebas que posibiliten la determinación de la filiación. En este sentido, los principales problemas surgen en torno a las pruebas biológicas.

2.- Pruebas biológicas. Admisión y valoración

En la mayoría de los casos, las pruebas biológicas consisten en un análisis de sangre de la madre, del hijo y del presunto padre, procediéndose a comprobar el material genético.

En orden a la fiabilidad de este tipo de pruebas, la doctrina y la jurisprudencia están de acuerdo en que si el resultado es negativo, su fiabilidad es del 100%. Si el resultado es positivo, su fiabilidad es superior al 99%. Así lo ha indicado, entre otras la STS de 17 de enero de 1994.

La primera cuestión a resolver respecto a las pruebas biológicas es saber si el presunto padre tiene derecho a negarse a la práctica de esta prueba alegando los derechos fundamentales a la integridad física y moral que le corresponden tal y como se recoge en los arts.15 y 17 de la Constitución. Tanto el tribunal Supremo como el Constitucional han señalado que la extracción de sangre no viola ningún derecho fundamental, y que, además,  y en todo caso, debe prevalecer el derecho del hijo a que se declare su filiación. Pese a esta afirmación, ambos tribunales han matizado que los órganos judiciales no deben acordar la práctica de estas pruebas cuando la paternidad pueda acreditarse por otros medios de prueba menos lesivos para la integridad física.

En todo caso, debe atribuirse algún valor a la negativa a someterse a las pruebas. Esta negación, por sí sola, no puede conducir a estimar probada la paternidad. En este punto señala el art.767.4 LEC que “La negativa injustificada a someterse a la prueba biológica de paternidad o de maternidad permitirá al tribunal declarar la filiación reclamada siempre que existan otros indicios de la paternidad o de la maternidad y la prueba de ésta no se haya obtenido por otros medios”.

EL Tribunal Supremo ha declarado que la negativa a someterse a las pruebas de paternidad no puede ser estima como un caso de ficta confessio, sino que representa un indicio muy valioso. Así lo ha señalado, entre otras, la STS de 19 de marzo de 2000.

3.- Controles preliminares sobre las demandas de filiación

Otro punto importante es el referente al control preliminar sobre las demandas de filiación. Según el art.767.1 LEC “En ningún caso se admitirá la demanda sobre determinación o impugnación de la filiación si con ella no se acompaña un principio de prueba de los hechos en que se funda”. El Tribunal Constitucional ha considerado que este regla no supone limitación alguna al principio constitucional de libre investigación de la filiación.

4.- Medidas cautelares

También conviene hacer referencia a la adopción de medidas cautelares de protección del hijo durante el período de tiempo que dure el procedimiento sobre la filiación. A este respecto se refiere el art.768 LEC indicando que “Mientras dure el procedimiento por el que se impugna la filiación, el tribunal adoptará las medidas de protección oportunas sobre la persona y bienes del sometido a la potestad del que aparece como progenitor. Reclamada judicialmente la filiación, el tribunal podrá acordar alimentos provisionales a cargo del demandado y, en su caso, adoptar las medidas de protección a que se refiere el apartado anterior”.

5.- Ejercicio de las acciones de filiación por menores, incapacitados y herederos

EL último punto a mencionar dentro de estas disposiciones generales es el correspondiente al ejercicio de las acciones de filiación por menores, incapacitados o herederos. Así, según el art.765 LEC “Las acciones de determinación o impugnación de la filiación que, conforme a lo dispuesto en la legislación civil, correspondan al hijo menor de edad o incapacitado podrán ser ejercitadas por su representante legal o por el Ministerio Fiscal, indistintamente. En todos los procesos a que se refiere este capítulo, a la muerte del actor, sus herederos podrán continuar las acciones ya entabladas”.

III. La reclamación de la filiación

Se incluyen dentro de este apartado todas aquellas acciones mediante las cuales se solicita que el órgano judicial competente declare la existencia de una relación paterno-filial entre el reclamante y otro persona.

Comienza el art.131 c.c. diciendo que “Cualquier persona con interés legítimo tiene acción para que se declare la filiación manifestada por la constante posesión de estado. Se exceptúa el supuesto en que la filiación que se reclame contradiga otra legalmente determinada”.

La amplísima legitimación que reconoce este artículo debe ser corregida por la jurisprudencia a fin de que no pierda la acción su carácter personal e íntimo.

Esta acción debe considerarse como imprescriptible. En este sentido podemos mencionar la STS de  20 de diciembre de 1991. 

En los procesos de filiación la legitimación viene reconocida activamente a todos aquellos que pretenden una sentencia constitutiva mediante la declaración de la misma, estando legitimados pasivamente todos aquellos que tengan o pudieran tener interés en oponerse. Así lo ha señalado el Tribunal Supremo en reiterada jurisprudencia, entre otras STS de 19 de enero de 1990.

En segundo lugar debemos referirnos a la reclamación de la filiación por parte del que no goza de la posesión de estado. Estable el art.132 c.c. que “A falta de la correspondiente posesión de estado, la acción de reclamación de la filiación matrimonial, que es imprescriptible, corresponde al padre, a la madre o al hijo. Si el hijo falleciere antes de transcurrir cuatro años desde que alcanzase plena capacidad, o durante el año siguiente al descubrimiento de las pruebas en que se haya de fundar la demanda, su acción corresponde a sus herederos por el tiempo que faltare para completar dichos plazos”.

Tratándose de la filiación no matrimonial, estable el art.133 c.c. que “La acción de reclamación de filiación no matrimonial, cuando falte la respectiva posesión de estado, corresponde al hijo durante toda su vida. Si el hijo falleciere antes de transcurrir cuatro años desde que alcanzare plena capacidad, o durante el año siguiente al descubrimiento de las pruebas en que se funde la demanda, su acción corresponde a sus herederos por el tiempo que faltare para completar dichos plazos”.

Cabe, por último, mencionar un caso especial de reclamación o determinación de la filiación. Es el contenido en el art.135 c.c., recogido en la actualidad en el art.767.3 LEC, y que determinad que “Aunque no haya prueba directa, podrá declararse la filiación que resulte del reconocimiento tácito o expreso, de la posesión de estado, de la convivencia con la madre en la época de la concepción, o de otros hechos de los que se infiera la filiación de modo análogo”.

IV. La impugnación de la filiación

El Código Civil contiene en los artículos 136 a 141 una serie de normas relativas a las acciones de impugnación de la filiación. Dentro de estas normas podemos diferenciar los siguientes supuestos:

1.- Impugnación de la filiación matrimonial

Dentro de este apartado debemos distinguir entre la impugnación de la paternidad y de la maternidad.

La acción de impugnación de la paternidad sólo podrá ser ejercitada por el marido o por el hijo. 

Según el art.136 c.c. “El marido podrá ejercitar la acción de impugnación de la paternidad en el plazo de un año contado desde la inscripción de la filiación en el Registro Civil. Sin embargo, el plazo no correrá mientras el marido ignore el nacimiento. Si el marido falleciere antes de transcurrir el plazo señalado en el párrafo anterior, la acción corresponde a cada heredero por el tiempo que faltare para completar dicho plazo. Fallecido el marido sin conocer el nacimiento, el año se contará desde que lo conozca el heredero”.

Entre las acciones que corresponden al hijo es preciso distinguir según el hijo ostente o no la posesión de estado como tal hijo. Este matiz lo recoge el Código en el art.137 señalando que “La paternidad podrá ser impugnada por el hijo durante el año siguiente a la inscripción de la filiación. Si fuere menor o incapaz, el plazo contará desde que alcance la mayoría de edad o la plena capacidad legal. El ejercicio de la acción, en interés del hijo que sea menor o incapacitado, corresponde, asimismo, durante el año siguiente a la inscripción de la filiación, a la madre que ostente la patria potestad o al Ministerio Fiscal. Si falta en las relaciones familiares la posesión de estado de filiación matrimonial, la demanda podrá ser interpuesta en cualquier tiempo por el hijo o sus herederos”.

Por lo que respecta a la impugnación de la maternidad, señala el art.139 c.c. que “La mujer podrá ejercitar la acción de impugnación de su maternidad justificando la suposición de parto o no ser cierta la identidad del hijo”.

2.- Impugnación de la filiación extramatrimonial

Comienza el art.140 c.c. diciendo que “Cuando falte en las relaciones familiares la posesión de estado, la filiación paterna o materna no matrimonial podrá ser impugnada por aquellos a quienes perjudique”. 

En su párrafo segundo se refiere al supuesto de que exista posesión de estado, señalando que “Cuando exista posesión de estado, la acción de impugnación corresponderá a quien aparece como hijo o progenitor y a quienes por la filiación puedan resultar afectados en su calidad de herederos forzosos. La acción caducará pasados cuatro años desde que el hijo, una vez inscrita la filiación, goce de la posesión de estado correspondiente. Los hijos tendrán en todo caso acción durante un año después de haber llegado a la plena capacidad”.

3.- Impugnación del reconocimiento realizado mediante error o violencia

Según el art.141 c.c. “La acción de impugnación del reconocimiento realizado mediante error, violencia o intimidación corresponde a quien lo hubiere otorgado. La acción caducará al año del reconocimiento o desde que cesó el vicio de consentimiento, y podrá ser ejercitada o continuada por los herederos de aquél, si hubiere fallecido antes de transcurrir el año”.

V. Uso de técnicas de reproducción asistida

El Código Civil al regular la filiación está partiendo, aunque no lo diga expresamente, del hecho de que el hijo ha sido concebido mediante coito o acceso carnal entre hombre y mujer. Pero lo cierto es que en el último tercio del siglo XX han ido apareciendo una serie de técnicas que permiten la reproducción por otros medios. En un intento de dar una regulación  estas técnicas se ha dictado la Ley 35/1988 sobre técnicas de reproducción asistida, ley que ha sido modificada por la Ley 45/2003 de 21 de noviembre.

Dejando al margen los aspectos técnicos, nos interesa en este tema referirnos a los preceptos contenidos en esta ley sobre la determinación de la filiación de los nacidos a través de estas técnicas.

Como reglas generales podemos señalar:

· la filiación de los nacidos mediante el empleo de técnicas de reproducción asistida se rige por el Código Civil con las especialidades contenidas en la ley 35/1988

· en ningún caso la inscripción del Registro Civil reflejará datos de los que pueda inferirse el carácter de la generación

Con carácter especial se señala que:

· ni el marido ni la mujer, cuando hayan prestado su consentimiento a determinada fecundación con intervención de donante, podrán impugnar la filiación matrimonial del hijo nacido como consecuencia de tal fecundación

· por lo que respecta al uso del material reproductor del varón fallecido se señala que el marido podrá consentir en escritura pública o testamento que su material reproductor pueda ser utilizado, en los seis meses siguientes a su fallecimiento, para fecundar a su mujer. Esta generación producirá todos los efectos legales que se deriven de la filiación matrimonial

· el consentimiento para la aplicación de técnicas de reproducción asistida podrá ser revocado en cualquier momento anterior a su empleo

· será nulo de pleno derecho todo contrato por el que se convenga la gestación, con o sin precio, a cargo de una mujer que renuncia a la filiación materna a favor del contratante o de un tercero

Régimen de la filiación en derecho internacional privado

Las normas sobre filiación en el Derecho Internacional Privado  se contienen en el artículo 9.4 c.c., artículo que ha sido objeto de numerosas modificaciones. La ultima de ellas se ha realizado por la Ley de 15 de enero de 1996 sobre protección del menor.

Señala el artículo 9.4 c.c. que “El carácter y contenido de la filiación, incluida la adoptiva y las relaciones paterno-filiales, se regirán por la ley personal del hijo y si no pudiera determinarse ésta, se estará a la de la residencia habitual del hijo”.

El Código opta por una ley única para todo el régimen de filiación, se trate tanto de la filiación por naturaleza como de la filiación adoptiva. En consecuencia tanto la relación con la filiación matrimonial como la extramatrimonial y la adoptiva, los modos de determinación, las acciones y los efectos se regirán por la Ley personal del hijo, y si esta no puede determinarse será de aplicación la ley de la residencia habitual del hijo

La obligación de alimentos

La prestación de alimentos se halla regulada en el Título VI del Libro I del Código Civil, y comprende los artículos 142 a 153.

1.- Concepto

Comienza el art.142 c.c. señalando que “Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica. Los alimentos comprenden también la educación e instrucción del alimentista mientras sea menor de edad y aun después, cuando no haya terminado su formación por causa que no le sea imputable. Entre los alimentos se incluirán los gastos de embarazo y parto, en cuanto no estén cubiertos de otro modo”.

Señala O´Callaghan como presupuestos de la obligación de dar alimentos los siguientes:  vínculo de parentesco o conyugal, estado de necesidad en el alimentista y posibilida d económica del alimentante.

2.- Personas obligadas a la prestación de alimentos

Se refiere el art.143 c.c. a las personas obligadas a prestar alimentos. Dice este artículo que “Están obligados recíprocamente a darse alimentos en toda la extensión que señala el artículo precedente:

1.- Los cónyuges

2.- Los ascendientes y descendientes

Los hermanos sólo se deben los auxilios necesarios para la vida, cuando los necesiten por cualquier causa que no sea imputable al alimentista, y se extenderán en su caso a los que precisen para su educación”.

En situación normal de convivencia, constante le matrimonio, la obligación de los cónyuges de prestarse alimentos no se deriva de este artículo 143 sino del deber conyugal de mutuo socorro contenida en el artículo 68. Por tanto, el ámbito de aplicación de este artículo, en su párrafo primero, es el de las uniones de hecho.

Siendo varias las personas obligadas a dar alimentos se hace necesario determinar el orden de preferencia entre los obligados. A este respecto indica el art.144 c.c. que “La reclamación de alimentos cuando proceda y sean dos o más los obligados a prestarlos, se hará por el orden siguiente:

1.- Al cónyuge

2.- A los descendientes de grado más próximo

3.- A los ascendientes, también de grado más próximo

4.- A los hermanos, pero estando obligados en último lugar los que sólo sean uterinos o consanguíneos

Entre los descendientes y ascendientes se regulará la gradación por el orden en que sean llamados a la sucesión legítima de la persona que tenga derecho a los alimentos”.

No obstante lo dispuesto en el art.144, la prelación de obligados puede ser alterada, demostrando la carencia de bienes de los que precedan en el orden señalado, porque tratándose de satisfacer necesidad apremiante del alimentista, no precisa que se guarde el mismo orden. En este sentido se ha pronunciado el Tribunal Supremo en reiterado jurisprudencia, entre otras STS de 6 de junio de 1917.
Completa este punto lo dispuesto en el art.145 c.c. al decir que “Cuando recaiga sobre dos o más personas la obligación de dar alimentos, se repartirá entre ellas el pago de la pensión en cantidad proporcional a su caudal respectivo. Sin embargo, en caso de urgente necesidad y por circunstancias especiales, podrá el Juez obligar a una sola de ellas a que los preste provisionalmente, sin perjuicio de su derecho a reclamar de los demás obligados la parte que les corresponda. Cuando dos o más alimentistas reclamaren a la vez alimentos de una misma persona obligada legalmente a darlos, y ésta no tuviere fortuna bastante para atender a todos, se guardará el orden establecido en el artículo anterior, a no ser que los alimentistas concurrentes fuesen el cónyuge y un hijo sujeto a la patria potestad, en cuyo caso éste será preferido a aquél”.

3.- Cuantía y duración de la prestación de alimentos

Otro punto importante dentro de la prestación de alimentos es la determinación de su cuantía. A esta determinación se refiere el art.146 c.c. indicando que “La cuantía de los alimentos será proporcionada al caudal o medios de quien los da y a las necesidades de quien los recibe”.

Según la STS de 21 de noviembre de 1986, la prestación de alimentos deberá adecuarse a las circunstancias económicas y sociales de quien ha de prestarla.

La  necesidad del alimentista no es preciso que sea absoluta, de total indigencia. Bastará con la imposibilidad de proveer su subsistencia, en todo o en parte, con sus bienes personales o su trabajo.

La posibilidad económica del alimentante debe ser tal que le permita atender a la prestación de alimentos sin perjuicio de sus propias necesidades o las de su familia.

La jurisprudencia ha reiterado que la determinación de la cuantía de los alimentos corresponde al prudente arbitrio del Juez, apreciando la necesidad el alimentista y los medios del obligado a prestarlos. Esta necesidad debe apreciarse en función de las circunstancias subjetivas del alimentista y de las objetivas del tiempo y lugar en que debe cumplirse la prestación.

La cuantía de alimentos fijada por el Tribunal de instancia no es recurrible en casación. La Jurisprudencia reiterada y uniforme ha llegado a elaborar una verdadera doctrina legal en el sentido de que la fijación del quantum de la pensión no es recurrible en casación por ser una mera cuestión fáctica que el Juzgador de instancia ha de examinar y decidir libremente.

Establece también el Código la posibilidad de actualización de la cuantía de la prestación de alimentos, señalando el art.147 c.c. que “Los alimentos, en los casos a que se refiere el artículo anterior, se reducirán o aumentarán proporcionalmente según el aumento o disminución que sufran las necesidades del alimentista y la fortuna del que hubiere de satisfacerlos”.

Por lo que respecta a la duración de la obligación de alimentos, dice el art.148 c.c. que “La obligación de dar alimentos será exigible desde que los necesitare, para subsistir, la persona que tenga derecho a percibirlos, pero no se abonarán sino desde la fecha en que se interponga la demanda. Se verificará el pago por meses anticipados, y, cuando fallezca el alimentista, sus herederos no estarán obligados a devolver lo que éste hubiese recibido anticipadamente. El Juez, a petición del alimentista o del Ministerio Fiscal, ordenará con urgencia las medidas cautelares oportunas para asegurar los anticipos que haga una Entidad pública u otra persona y proveer a las futuras necesidades”.

4.- Cumplimiento de la obligación de prestar alimentos

Varias son las formas que tiene el obligado a prestar alimentos de cumplir con su obligación. Indica el art.149 c.c. que “El obligado a prestar alimentos podrá, a su elección, satisfacerlos, o pagando la pensión que se fije, o recibiendo y manteniendo en su propia casa al que tiene derecho a ellos. Esta elección no será posible en cuanto contradiga la situación de convivencia determinada para el alimentista por las normas aplicables o por resolución judicial. También podrá ser rechazada cuando concurra justa causa o perjudique el interés del alimentista menor de edad”.

5.- Extinción de la obligación


El último punto al que debemos referirnos es la extinción de la obligación de alimentos. Con carácter general determina el art.150 c.c. que “La obligación de suministrar alimentos cesa con la muerte del obligado, aunque los prestase en cumplimiento de una sentencia firme”.


El art.151 c.c., por su parte, establece que “No es renunciable ni transmisible a un tercero el derecho a los alimentos. Tampoco pueden compensarse con lo que el alimentista deba al que ha de prestarlos. Pero podrán compensarse y renunciarse las pensiones alimenticias atrasadas, y transmitirse a título oneroso o gratuito el derecho a demandarlas”.


Como causas de extinción propiamente dichas podemos señalar las mencionadas en el art.152 c.c., según el cual “Cesará también la obligación de dar alimentos:

1.- Por muerte del alimentista.

2.- Cuando la fortuna del obligado a darlos se hubiere reducido hasta el punto de no poder satisfacerlos sin desatender sus propias necesidades y las de su familia.

3.- Cuando el alimentista pueda ejercer un oficio, profesión o industria, o haya  adquirido un destino o mejorado de fortuna, de suerte que no le sea necesaria la pensión alimenticia para su subsistencia.

4.- Cuando el alimentista, sea o no heredero forzoso, hubiese cometido alguna falta de las que dan lugar a la desheredación.

5.- Cuando el alimentista sea descendiente del obligado a dar alimentos, y la necesidad de aquél provenga de mala conducta o de falta de aplicación al trabajo, mientras subsista esta causa”.

El derecho de alimentos es, en sí mimo, imprescriptible, si bien las acciones para exigir pensiones atrasadas están sujetas al plazo especial de prescripción de 5 años.

Finalizar el tema indicando que, según el art.153 c.c., “Las disposiciones que preceden son aplicables a los demás casos en que por este Código, por testamento o por pacto, se tenga derecho a alimentos, salvo lo pactado, lo ordenado por el testador o lo dispuesto por la ley para el caso especial de que se trate”.

Julio Perales Vitoria

Alicante, 21 de noviembre de 2003
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